
 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA  SUBSECCIÓN  “D” 

 

 

 

FIJACIÓN TRASLADO EXCEPCIONES 
 

 

EXPEDIENTE N°: 25000234200020170131200 

DEMANDANTE:    MARTHA ALEXANDRA VEGA ROBERTO 

DEMANDADO:   NACIÓN - PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

MAGISTRADO:   CERVELEON PADILLA LINARES 

 

 

Hoy miércoles, 4 de mayo de 2022, el Oficial Mayor de la Subsección 

“D”, deja constancia que se fija en la página web de la Rama Judicial, el 

escrito de excepciones contenido en las contestaciones de demanda 

presentada por el apoderado de la entidad demandada  NACIÓN - 

PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, visible en el link que se 

encuentra a continuación, en consecuencia se fija por el término de un 

(1) día, así mismo, vencido el día de fijación, se mantendrá en la 

Secretaría de la Subsección “D”, a disposición de la parte contraria, por 

el término de tres (03) días. 

 

https://samairj.consejodeestado.gov.co/Vistas/Casos/list_procesos.aspx?guid=250002342

000201701312002500023 

 

 

Lo anterior en virtud del art. 175, parágrafo 2 del C.P.A.C.A.  
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Parte I. Poder y contestación demanda proceso rad. 25000-23-42-000-2017-01312-00

Andrea Lyzeth Londono Restrepo <allondono@Procuraduria.gov.co>
Mié 30/03/2022 10:07
Para: Recepcion Memoriales Seccion 02 Subseccion D Tribunal Administrativo - Cundinamarca
<rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Camilo Lozano Gomez <clozanog@procuraduria.gov.co>

Señores
 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA
SECCIÓN SEGUNDA
SUBSECCIÓN D
MP. CERVELEÓN PADILLA LINARES
 
 
Remito para su conocimiento y fines pertinentes.
 
 
 
Atentamente,
 
 

Andrea Lyzeth Londono Restrepo
Asesor Grado 19
Oficina Jurídica
allondono@procuraduria.gov.co
PBX: +57 601 587-8750 Ext IP: 11034
Línea Gratuita Nacional : 01 8000 940 808
Cra.  5ª. # 15 - 80, Bogotá D.C., Cód. postal 110321

 

 

mailto:%20allondono@procuraduria.gov.co


 
 

 

 

 

 

 
Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN D 
MP. CERVELEÓN PADILLA LINARES  
rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
Radicado:25000-23-42-000-2017-01312-00 
Demandante: Martha Alexandra Vega Roberto 
Demandando: Procuraduría General de la Nación  
Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 
Cordial saludo 
 
ANDREA LYZETH LONDOÑO RESTREPO, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 
1.060.268.509 y con Tarjeta Profesional No. 269.290 del C.S.J., actuando en nombre y 
representación de LA NACIÓN – PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACION, 
encontrándome dentro del término de ley, hago presencia dentro de la actuación procesal 
para CONTESTAR LA DEMANDA1, solicitar el DECRETO y PRÁCTICA de medios de 
prueba, y en general, para ejercitar el derecho de oposición y defensa que le asiste a mi 
procurada, así: 
 

 
I.A las pretensiones de la demanda 

 
 
A través de apoderado, la señora Martha Alexandra Vega, solicita: 
 
 
 

 

 
1 Auto que admite demanda del 9 de febrero de 2022, notificada al correo de notificaciones de la PGN el 1 de 

marzo de 2022.  
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Al respecto, manifiesto que me opongo a todas y cada una de las pretensiones formuladas 
por la parte actora, por cuanto será demostrado en el proceso que la actuación de la 
Procuraduría General de la Nación estuvo ajustada al ordenamiento jurídico y a lo 
ordenado por la Corte Constitucional en la sentencia C - 101 de 2013. 
 
Es preciso señalar, que el acto administrativo acusado fue proferido de conformidad con la 
constitución y la Ley, atendiendo siempre a la guarda y protección de los derechos de 
quienes lograron superar exitosamente las etapas las etapas de la convocatoria del 
proceso de selección para proveer los cargos de carrera de Procuradores Judiciales de la 
Entidad.  
 

 
 

II.Frente a los hechos  
 
 
Refiere el apoderado en el acápite de II. HECHOS, que estos se presentan en cuatro 
eventos. 
 
Posteriormente, se refiere a la situación en concreto, hechos respecto de los cuales esta 
defensa manifiesta que, por tratarse de situaciones relacionadas con el trámite del 
concurso de Procuradores Judiciales, me atengo a lo que se pruebe en el curso del 
proceso, lo anterior sin perjuicio de tener por válidas y ciertas la normatividad incorporada 
en relación con la materia.  

 
Vale la pena aclara al Despacho que, de los hechos expuestos en los 15 numerales, estos 
no guardan relación directa con el acto administrativo el cual se pretende nulitar (Decreto 
3744 del 8 de agosto de 2016 mediante el cual se desvinculó a la señora Martha Alexandra 
Vega Romero), pues todos están relacionados directamente con la convocatoria del 
concurso y las etapas que se surtieron en este, con relación a la inscripción de la señora 
Vega como aspirante al cargo de Procuradora Judicial II Delgada para el Ministerio Público 
en Asuntos Penales y unas presuntas irregularidades.  
 

 
 

III. Argumentos de la Defensa 
 

Consideraciones previas. 
 
 
-Origen del concurso de méritos y la orden emanada por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-101 de 2013: 
 
La Corte Constitucional en sentencia C-101 de 2013 declaró la inexequibilidad de la 
expresión «Procurador Judicial» contenida en el numeral 2º del artículo 182, del Decreto Ley 
262 de 2000, por la vulneración del artículo 280 de la Constitución Política, y ordenó a la 
Procuraduría General de la Nación convocar un concurso público para la provisión en 
propiedad de los cargos de procurador judicial, catalogados en carrera. Esto fue lo que 
dispuso el Máximo Tribunal Constitucional: 
 
“[…] Segundo.- ORDENAR a la Procuraduría General de la Nación que en un término 
máximo de seis meses, contados a partir de la notificación de este fallo, convoque a un 
concurso público para la provisión en propiedad de los cargos de Procurador Judicial, que 
deberá culminar a más tardar en un año desde la notificación de esta sentencia […]”.  



 
 

 

 

 

 

 
En cumplimiento de esta orden, la Entidad demanda a través de la Resolución No. 040 del 
20 de enero de 2015, dispuso la apertura del proceso de selección de personal para la 
provisión en carrera administrativa de todos los empleos de Procurador Judicial, en el que 
por supuesto se incluye el que venía siendo ocupado por la demandante. 

 
De esta forma, procede considerarse que las Sentencias proferidas por la Corte 
Constitucional en ejercicio de su control constitucional, según lo normado en el artículo 48 
de la Ley 270 de 1996, son de «obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes», por lo 
que la Administración, en este caso, debe acatarlas en su integridad.  

 
La propia Corte, al referirse al carácter vinculante y obligatorio de sus decisiones, verbigracia 
en Sentencia C-634 de 2011, afirmó:  
 

“[…] Por último, la sentencia resalta cómo, a partir de la recopilación de diversas 
decisiones sobre la materia, el estándar aplicable cuando se trata del acatamiento de 
las decisiones proferidas por la Corte Constitucional, resulta más estricto.  En efecto, 
el artículo 243 C.P. confiere a las sentencias que adopta este Tribunal en ejercicio del 
control de constitucionalidad efectos erga omnes, hacen tránsito a cosa juzgada 
constitucional e implican la prohibición para todas las autoridades de reproducir el 
contenido material del acto jurídico declarado inexequible por razones de fondo, 
mientras subsistan las normas superiores que sirvieron de parámetro para el control. 
En otras palabras, los argumentos que conforman la razón de la decisión de los fallos 
de control de constitucionalidad son fuente formal de derecho, con carácter vinculante 
ordenado por la misma Constitución.  A este respecto, el fallo C-539/11, amparado en 
diversas decisiones sobre el particular, afirma que “…por expreso mandato 
constitucional, todas las autoridades públicas en Colombia, incluidas las autoridades 
administrativas y judiciales, deben acatar lo decidido por la Corte en sus fallos de 
control de constitucionalidad. || Sobre el nivel de vinculatoriedad de la jurisprudencia 
constitucional, esta Corte ha precisado, que es necesario distinguir entre los tres 
componentes básicos de los fallos de constitucionalidad: la ratio decidendi, los obiter 
dictum y el decisum.[16] Siendo estrictamente obligatorios la decisión y la ratio 
decidendi que la sustenta.   Así mismo, ha aclarado que el desconocimiento de un fallo 
de control de constitucionalidad, por las autoridades públicas, tanto administrativas 
como judiciales, por aplicación de una norma legal que haya sido declarada 
inexequible por la Corte, puede implicar la comisión del delito de prevaricato, y que es 
vinculante tanto la parte resolutiva como las consideraciones que fundamentan de 
manera directa e inescindible tal decisión […]” (Subrayado fuera del texto) 

 

 
Adicionalmente, vale la pena mencionar que la orden que impuso la Corte Constitucional en 
sentencia C-101 de 2013, determinó un plazo de no más de un (1) año para poder surtir todo 
el proceso de selección, desde la planeación, de forma que bajo ese escenario mal haría la 
Procuraduría General de la Nación en realizar un curso concurso que no está previsto en el 
Decreto Ley 262 de 2000 afectando así la legalidad del proceso. Menos aún podría la 
Entidad establecer condiciones que dilaten el cumplimiento de una orden judicial y que 
pueden dar lugar a la prolongación de la provisionalidad de las personas que actualmente 
ocupan los empleos y que fueron designados en ejercicio de la facultad de libre 
nombramiento y remoción.  

 



 
 

 

 

 

 

Así, mediante Resolución No. 040 del 20 de enero de 20152 se dispuso la apertura del 
respectivo proceso de selección, a través de catorce (14) convocatorias3, de la siguiente 
manera:  

 
De la Convocatoria 001-2015 a la 007-2015, para la provisión de los cuatrocientos veintisiete 
(427) empleos de Procurador Judicial II Código 3PJ Grado EC.  

 

CONVOCATORIA 
DEPENDENCIA O ÁREA 

DE TRABAJO 
CANTIDAD 

CONCURSANTES 
EN LISTA 

LISTA DE 
ELEGIBLES 

001-2015 
Procuraduría Delegada 
para la Restitución de 

Tierras 
23 21 

Resol. 349 del 
8/07/2016 

002-2015 
Procuraduría Delegada 

para Asuntos 
Ambientales y Agrarios 

31 28 
Resol. 348 del 

8/07/2016 

003-2015 
Procuraduría Delegada 

para Asuntos Civiles 
12 14 

Resol. 347 del 
8/07/2016 

004-2015 

Procuraduría Delegada 
para el Ministerio 

Público en Asuntos 
Penales 

208 366 
Resol. 357 del 
11/07/2016 

005-2015 
Procuraduría Delegada 

para Asuntos del Trabajo 
y la Seguridad Social 

14 11 
Resol. 346 del 

8/07/2016 

 
 

006-2015 
Procuraduría Delegada para la 

Conciliación Administrativa 
94 239 

Resol. 345 del 
8/07/2016 

 
007-2015 

Procuraduría Delegada para la 
Defensa de los Derechos de la 
Infancia, la Adolescencia y la 

Familia 

 
45 

 
97 

 
Resol. 344 del 

8/07/2016 

TOTAL  427   

 
De la Convocatoria 008-2015 a la 014-2015, para la provisión de los trescientos diecisiete 
(317) cargos de Procurador Judicial I.  

 

CONVOCATORIA 
DEPENDENCIA O ÁREA DE 

TRABAJO 
CANTIDAD 

CONCURSANTES 
EN LISTA 

 
LISTA DE ELEGIBLES 

008-2015 
Procuraduría Delegada para la 

Restitución de Tierras 
23 7 

Resol. 343 del 
8/07/2016 

009-2015 
Procuraduría Delegada para 

Asuntos Ambientales y 
Agrarios 

3 2 
Resol. 342 del 

8/07/2016 

010-2015 
Procuraduría Delegada para 

Asuntos Civiles 
2 4 

Resol. 341 del 
8/07/2016 

011-2015 
Procuraduría Delegada para 

el Ministerio Público en 
Asuntos Penales 

149 198 
Resol. 340 del 
11/07/2016 

     

 
2https://www.concursoprocuradoresjudiciales.org.co/procuraduria/portalIG/home_1/recursos/documentos/21012015/resolucion_040_
2015.pdf 
3https://www.concursoprocuradoresjudiciales.org.co/procuraduria/portalIG/home_1/recursos/general/15012015/convocatorias.jsp 

https://www.concursoprocuradoresjudiciales.org.co/procuraduria/portalIG/home_1/recursos/documentos/21012015/resolucion_040_2015.pdf
https://www.concursoprocuradoresjudiciales.org.co/procuraduria/portalIG/home_1/recursos/documentos/21012015/resolucion_040_2015.pdf
https://www.concursoprocuradoresjudiciales.org.co/procuraduria/portalIG/home_1/recursos/general/15012015/convocatorias.jsp


 
 

 

 

 

 

012-2015 Procuraduría Delegada para 
Asuntos del Trabajo y la 

Seguridad Social 

19 11 Resol. 339 del 
8/07/2016 

013-2015 
Procuraduría Delegada para la 

Conciliación Administrativa 
107 91 

Resol. 338 del 
8/07/2016 

014-2015 

Procuraduría Delegada para la 
Defensa de los Derechos de la 
Infancia, la Adolescencia y la 

Familia 

14 11 
Resol. 337 del 

8/07/2016 

TOTAL  317   

 
En el citado Acto Administrativo, se reglamentaron las etapas del proceso de selección, entre 
ellas la convocatoria, el reclutamiento, aplicación de pruebas e instrumentos de selección, 
conformación de lista de elegibles, periodo de prueba y calificación del periodo de prueba. 

 
Como se puede advertir, el proceso de selección abierto por la Procuraduría General de la 
Nación con la Resolución No. 040 de 2015, se dio en estricto cumplimiento de una orden 
judicial. 
 
 
-De la carrera administrativa 
 
La Constitución de 1991 introdujo como uno de sus ejes definitorios4 y como postulado 
estructural de la función pública, el régimen de la Carrera Administrativa (CP, 125), según el 
cual “los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera” con excepción de 
los “cargos de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores 
oficiales y los demás que determine la ley”. Así, tanto el ingreso como el ascenso a los cargos 
de carrera, se realizan previo el cumplimiento de los requisitos y condiciones fijadas por la 
ley, con el objeto de “determinar los méritos y calidades de los aspirantes”. A su vez, el retiro 
de dichos cargos se hará por “calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 
violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la 
ley”5. 
 
La Corte ha reiterado en su jurisprudencia que la carrera administrativa es el mecanismo por 
excelencia para el ingreso, permanencia, promoción y retiro a los empleos del Estado6, lo 
cual significa su aplicación general, la interpretación restrictiva de las excepciones 
consagradas en la Constitución7, y que la adopción de nuevas excepciones, cuenten con 
fundamento legal, no contradigan la esencia misma de la carrera administrativa y tengan un 
principio de razón suficiente que las justifique 8; lo anterior, con el fin de evitar que en contra 
de la Constitución, “la carrera sea la excepción y los demás mecanismos de provisión de 
cargos la regla general”9.10  
 
En ese orden de ideas, después de la sentencia C-101 de 2013, los cargos de procuradores 
judiciales no pueden ser clasificados como de libre nombramiento y remoción, por lo cual 
opera la disposición constitucional citada “Los empleos en los órganos y entidades del 
Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y 
remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley” (Art. 125 CP). Dado 
que los procuradores judiciales ya no están en la excepción que contempla dicho artículo 

 
4 Sentencia C- 588 de 2009. 
5 Sentencia C- 101 de 2013. 
6 Sentencia C- 671 de 2001. 
7 Sentencia C- 315 de 2007. 
8 Sentencia C- 588 de 2009.  
9 Sentencia C- 195 de 1994.  
10 Sentencia C- 101 de 2013. 



 
 

 

 

 

 

son de carrera por expresa disposición constitucional y corresponde a la Entidad tramitar el 
concurso de méritos respectivo en los términos previstos en el Decreto Ley 262 de 2000 sin 
acudir a etapas o pruebas que no hacen parte de nuestro ordenamiento especial de carrera 
y que dilaten el cumplimiento de la orden judicial. 
 

 
- Régimen especial de carrera de la Procuraduría General de la Nación  
 
La carrera especial de la Procuraduría General de la Nación es de origen constitucional y ha 
sido desarrollada mediante las normas de rango legal que rigen la materia. El artículo 279 
de la Constitución establece que la ley regulará lo relativo a la estructura y funcionamiento 
de la Procuraduría General de la Nación, y lo atinente al ingreso, concurso de méritos y retiro 
del servicio. Por su parte el artículo 280 señala que los agentes del Ministerio Público tendrán 
las mismas calidades, categorías, remuneración, derechos y prestaciones de los 
Magistrados y Jueces de mayor jerarquía, ante quienes ejerzan sus cargos.  
 
En desarrollo de estos mandatos constitucionales, la Ley 201 de 1995 y en especial el 
Decreto Ley 262 de 2000 –Estatuto de la Procuraduría General de la Nación, establecieron 
las normas pertinentes respecto a la carrera administrativa especial de este organismo de 
control, la que fue definida como “un sistema técnico de administración de personal que 
ofrece igualdad de oportunidades de acceso, capacitación, estabilidad, ascenso y retiro de 
los empleados del Ministerio Público” (art. 183 Dcto. 262 de 2000) 

 
En razón a que es un sistema especial de carrera administrativa de origen constitucional, la 
administración del mismo está a cargo de la comisión que la misma entidad establece para 
la materia. Los empleos en dicho sistema especial de carrera se clasifican en empleos de 
carrera administrativa, que son la regla general; y de libre nombramiento y remoción, que 
son la excepción, en virtud del principio de mérito y carrera establecido en el artículo 125 
constitucional, y que cobija a todos los sistemas de carrera (tanto general como especial). 
En el caso de los empleados de libre nombramiento y remoción, debido a su carácter 
restringido, los cargos específicos que corresponden a esta categoría están establecidos en 
el artículo 182 del Decreto 262 de 2000. 

 

 
-Del concurso de méritos en el Decreto Ley 262 del 2000 
 
El concurso de méritos en la Procuraduría General de la Nación se rige por las etapas 
previstas en el artículo 194 del Decreto Ley 262 de 2000 así: 
 

“ARTÍCULO 194. Proceso de selección. El proceso de selección comprende las 
siguientes etapas: 
1) Convocatoria. 
2) Reclutamiento: inscripción y lista de admitidos y no admitidos. 
3) Aplicación de pruebas o instrumentos de selección: etapa eliminatoria y etapa 
clasificatoria. 
4) Conformación de la lista de elegibles. 
5) Período de prueba. 
6) Calificación del período de prueba”. 

 
Estas etapas están expresamente contempladas en la Resolución 040 de 2015, así: 
 

Decreto Ley 262 de 2000 Resolución 040 de 2015 

Convocatoria  Artículo 3º  

Reclutamiento  Artículos 4º a 11º  



 
 

 

 

 

 

Aplicación de pruebas e instrumentos de 
selección 

Artículos 12 a 19 

Conformación de listas de elegibles Artículo 20 

Periodo de prueba y calificación de periodo 
de prueba 

Artículo 22 

 
Como se observa, la Resolución 040 de 2015 desarrolla todas las etapas del concurso de 
méritos con base en las normas en que debe fundarse, es decir, el Decreto Ley 262 de 2000. 
El citado Decreto, señala además que el Procurador General tiene la facultad para establecer 
las condiciones de la convocatoria (art. 7º numeral 45), en ejercicio de lo cual debe definir 
las políticas para la elaboración y aplicación de las pruebas que se utilizarán en los 
concursos de méritos, determinar los parámetros para su calificación y definir las condiciones 
de las convocatorias para los concursos de méritos. 
 
Frente a las pruebas e instrumentos de selección que se han contemplado para el concurso 
de Procuradores Judiciales, el artículo 203 del Decreto Ley 262 de 2000 señala que en los 
concursos para ingresar a cargos de carrera de la Procuraduría General de la Nación se 
aplicarán las pruebas de análisis de antecedentes, una prueba escrita y otra eliminatoria, 
así: 
 

““ARTÍCULO 203. Pruebas o instrumentos de selección.  
[…] 
La prueba de análisis de antecedentes es obligatoria. Además, se aplicarán, como 
mínimo, dos (2) pruebas más, de las cuales por lo menos una tendrá carácter 
eliminatorio y una de ellas deberá ser escrita. Corresponde al Procurador General 
determinar las pruebas que se aplicarán para cada convocatoria y definir cuál de ellas 
tendrá carácter eliminatorio”. 
 

La Entidad ha dado cumplimiento a esta disposición pues reguló el concurso con los 
siguientes instrumentos de selección (Resolución 040 de 2015): 
 

 
 
 
Basta con revisar la norma trascrita y la Resolución 040 de 2015, para advertir que las reglas 
del concurso acogen en su integridad las disposiciones en que debe fundarse, contenidas 
en el Decreto Ley 262 de 2000, así: 
 
 

Decreto Ley 262 de 2000 Resolución 040 de 2015 

La prueba de análisis de antecedentes es 
obligatoria 

Artículos 13 y 16 

Además, se aplicarán, como mínimo, dos 
(2) pruebas más 

Artículos 13 a 15 

Por lo menos una de esas dos pruebas 
adicionales tendrá carácter eliminatorio 

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO: PRUEBA 
DE CONOCIMIENTOS. Es una prueba 
escrita de carácter eliminatorio, constituida 
por dos núcleos, uno general y otro 



 
 

 

 

 

 

específico; para aprobarla se requiere un 
puntaje igual o superior a 75 sobre 100. La 
prueba de conocimientos corresponde al 
55% del total del puntaje del concurso. 

Por lo menos una de esas dos pruebas 
adicionales deberá ser escrita 

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO: PRUEBA 
DE COMPETENCIAS 
COMPORTAMENTALES. Es una prueba 
escrita de carácter clasificatorio, que solo se 
evalúa a quienes aprueben la de 
conocimientos. 

 
 
-Del concurso 
 
Es pertinente manifestar que todo lo relacionado con la elaboración, calificación y aplicación 
de las pruebas de selección, fueron contratadas con la Universidad de Pamplona a través 
de la licitación pública 08 de 2014, institución educativa a la que se le remitieron las 
reclamaciones y quien presentó los respectivos informen para sustentar las resoluciones por 
medio de las cuales se resolvieron las reclamaciones.  
 
Ahora bien, en relación con la forma en la que se obtuvieron los resultados, el artículo 12 de 
la Resolución 040 de 2015, expuso: 
 

“Las pruebas de conocimientos y competencias comportamentales serán escritas, 
aplicadas el mismo día y evaluadas en una escala estándar que oscila entre cero (0) 
y cien (100) puntos. Los resultados se obtienen mediante lectora óptica y serán 
valoradas estadísticamente, utilizando métodos y herramientas idóneas para 
obtener la calificación normal estándar de estos instrumentos de selección” 
(Resaltado fuera de texto). 

 
La Universidad de Pamplona en informe técnico solicitado por la Oficina de Selección y 
Carrera sobre el método de calificación, manifestó:  
 

“R/ El procesamiento y calificación de las pruebas se llevó a cabo de acuerdo con lo 
planteado en la metodología aprobada, esto quiere decir que se empleó la teoría de 
respuesta al ítem TRI, específicamente el modelo de Rasch, ésta consiste en un 
modelo matemático probabilístico por lo que se maneja bajo los aspectos de la teoría 
de probabilidades.  
 
La TRI de un parámetro o modelo de Rasch, buscar la relación entre la probabilidad 
de éxito (P) con la diferencia entre la habilidad del individuo (B) y la dificultad del ítem 
(D), usa la fórmula matemática se expresa en la escala de logitos, así:  
 
=log (e) [P/(1-P)]=B-D. 
 
Una vez obtenidos los puntajes de cada uno de los aspirantes después del 
procesamiento, se procede a realizar la calificación, ya que el procesamiento se 
realiza mediante el modelo de Teoría de respuesta al ítem (modelo probabilístico) es 
necesario traducir este puntaje al rango percentil que se ajusta a las normas de la 
convocatoria y la psicometría, por lo que se aplica una fórmula matemática que busca 
convertir los datos al rango de 0 a 100. 
 
La traducción al rango se empleó a través de la fórmula 10*(n) +60, esta se conoce 
como una forma de estandarizar los puntajes obtenidos en un examen a una escala 
de 0 a 100 (o rango percentil). La característica más notable de esta “curva es que 



 
 

 

 

 

 

busca eliminar los puntajes negativos y llevar al rango percentil a una muestra de 
datos que no se está bajo la distribución Z o T. 
 
 La fórmula es = 10n+60”. 

 
Inclusive, en la Resolución 001407 del 03 de noviembre de 2015, se aclaró lo relacionado 
con el contenido y estructuras de las pruebas, con base en la revisión de los resultados 
solicitados a la Universidad de Pamplona, la Universidad mediante oficio del 21 de octubre 
de 2015, manifestó: 
 

“Previo a emitir concepto respecto de las reclamaciones contra los puntajes de la 
prueba de conocimientos, me permito precisar que la calificación de las hojas de 
respuestas conlleva la ejecución de procesos que garantizan la calidad y 
transparencia en el proceso de lectura de las respuestas consignadas por los 
concursantes en la hoja de respuestas que diligencian durante la aplicación, los 
cuales van desde la identificación de los concursantes con código de barras, número 
único de cuadernillo y de prueba para cada concursante, hasta la verificación y 
garantía del correcto funcionamiento de la máquina de lectura óptica de resultados, 
la cual cuenta con estándares y calibración adecuada, elementos que se verifican 
antes de iniciar el proceso de lectura y adicionalmente se audita y monitorea 
permanentemente por personal entrenado y capacitado para tal fin, de manera que, 
de presentarse alguna inconsistencia o dificultad durante el proceso de lectura, se 
toman las medidas correctivas y/o de mejora correspondientes y de forma inmediata. 
La Universidad como parte de la documentación de este concurso de méritos, 
certifica el correcto funcionamiento del instrumento de calificación. 
 
Hecha la anterior precisión, procedo a rendir el informe solicitado por la Procuraduría 
General de la Nación: Las reclamaciones presentadas contra los puntajes obtenidos 
y la posible comisión de errores aritméticos en el procesamiento de los datos fueron 
analizadas por la Universidad de Pamplona, responsable de la calificación de las 
pruebas escritas del concurso para proveer los empleos de procuradores judiciales y 
de la custodia de los cuadernillos de preguntas y las hojas de respuestas, bajo 
rigurosos protocolos de seguridad.  
 
Para atender estas peticiones, se realizó la revisión de las hojas de respuesta y 
verificación de los resultados publicados el 7 de octubre de 2015 en la página web 
del concurso, con lo cual se pudo constatar que los datos obtenidos en esta segunda 
revisión corresponden integralmente a los publicados en la fecha indicada, por tanto, 
no hay lugar a hacer modificaciones.  
 
Con base en lo anterior, la Universidad de Pamplona certifica que se recalificaron las 
pruebas de los reclamantes y que los puntajes de la prueba de conocimientos son 
los mismos que se dieron a conocer a los reclamantes a través de la página web del 
concurso. 
 
En este orden de ideas se concluye que no se presentaron las inconsistencias o 
errores aritméticos alegados por los siguientes concursantes. 
 
El procesamiento de resultados inicia con la contrastación del string de las respuestas 
que marcaron los concursantes en su hoja de respuestas, con el archivo de claves o 
respuestas correctas para cada una de las preguntas que componían las pruebas 
aplicadas. Asimismo se realiza la consolidación y análisis de la información obtenida 
a través de las situaciones reportadas por los concursantes el día de la aplicación a 
través de los formatos de preguntas dudosas y de los informes de los delegados en 
cada ciudad de aplicación en donde se constatan las situaciones reportadas por los 



 
 

 

 

 

 

concursantes durante la aplicación. Posteriormente se procede a la ejecución de los 
procedimientos psicométricos y analíticos, obteniendo los estadísticos requeridos 
para valorar tanto la calidad del instrumento de evaluación aplicado, como el 
desempeño y habilidad de los concursantes que presentaron las pruebas. 
 
La calificación se realiza con base en la Teoría de Respuesta al Ítem (TRI) como 
fundamento teórico y se utiliza el modelo de Rasch, que incorpora un parámetro: el 
de la dificultad del ítem, discriminación, flujo de respuesta, consistencia, entre otros. 
Para cada aspirante se obtiene un nivel de habilidad en cada componente evaluado 
en las pruebas (general y específico). 
 
Esta habilidad corresponde a la probabilidad del aspirante, de responder 
correctamente un ítem que a su vez cuenta con un determinado nivel de dificultad. 
Esta metodología no sólo permite establecer una mejor estimación de la habilidad del 
aspirante y una clasificación, sino que proporciona información estadística de las 
características de la prueba misma.  
 
Este modelo de evaluación ha sido ampliamente utilizado para la calificación de las 
pruebas dentro de los procesos de selección para acceso a empleos públicos, dado 
que permiten establecer un orden de habilidad de los concursantes que presentan 
las pruebas, garantizando que, como parte del proceso de selección, se puedan 
determinar los concursantes de mayor habilidad y con mejores competencias 
laborales para acceder al empleo por el cual están concursando”. 

 
Así entonces, quedan claras las fórmulas y procedimientos adoptados por la Universidad de 
Pamplona para la obtención de los resultados de las pruebas de conocimiento y 
comportamentales.  
 
En este sentido y teniendo en cuenta que los puntajes obtenidos obedecen a los 
procedimientos y formulas aplicados, y que en todo caso un sinnúmero de concursantes 
aprobó la prueba de conocimiento, no había lugar a declarar desierto el concurso. 
 
la Entidad fue clara en torno al procedimiento de validación de las preguntas y en la 
Resolución 001405 de 2015, precisó que sí se habían evaluado 4 categorías cognitivas, a 
saber, evocación, comprensión, análisis y aplicación, que corresponden, en parte, a la 
taxonomía de Bloom.  
 
También señaló que sí se realizaron talleres de validación con pares académicos (expertos) 
que validaron si el tipo de pregunta evaluaba la respectiva categoría cognitiva, así: 

 
“Para la evaluación de estos constructos el diseño de la prueba fue validado y 
verificado según las reglas definidas por la literatura sobre metodología de medición y 
evaluación en las llamadas ciencias blandas y duras.  
 
El proceso se puede resumir en: 
 
1. Identificación del dominio temático o atributo objeto de medición y evaluación.  
 
2. Diseño de reactivos o ítems con base en el dominio temático previamente definido 
para verificar que el candidato tiene el atributo o dominio temático, por parte de 
personas idóneas en la tarea.  
  
3. Capacitación y entrenamiento al equipo de construcción de ítems través de talleres 
por parte de expertos psicómetras con amplia experiencia en construcción de pruebas, 



 
 

 

 

 

 

en los diferentes aspectos psicométricos y metodológicos relevantes y necesarios para 
la construcción técnica de los ítems.  
 
4. Capacitación y entrenamiento del equipo de construcción de ítems en el manejo de 
la herramienta tecnológica elaborada para el proyecto y utilizada para la construcción 
y selección de los ítems que conformaron cada prueba.  
 
5. Validación por pares temáticos, a través de talleres de análisis, discusión y 
aprobación unánime de los textos de los ítems y claves de respuestas. Esta actividad 
estuvo acompañada de un redactor de textos y un psicómetra y certificada de parte de 
la Universidad11… 
 
Esta prueba se orientaba a evaluar distintas categorías cognitivas, relativas a la 
evocación o recuerdo, comprensión, aplicación y análisis y para ello se diseñaron 
varios tipos de preguntas, según las técnicas de estructuras de las mismas, las cuales 
fueron publicadas en la cartilla del 4 de agosto de 2015.  
 
Por ello, la prueba incluyó, tanto temas de recordación, como enunciados orientados 
a captar el sentido directo de una comunicación o de un fenómeno, la comprensión de 
una orden escrita u oral, la percepción de lo que ocurrió en cualquier hecho particular, 
la interrelación de principios y generalizaciones con casos particulares o prácticos y el 
análisis que implica la división de un todo en sus partes, así como la percepción del 
significado de las mismas en relación con el conjunto. Igualmente, en las alternativas 
de respuestas, dentro de los criterios de exigencia para evaluar y seleccionar a un 
grupo de los aspirantes, se contemplan opciones correctas e incorrectas. Éstas 
últimas, acordes con el contexto del ítem, requerían ser analizadas en detalle, pues 
las mismas contenían elementos asociados o distractores, que no necesariamente 
satisfacían completamente las exigencias del problema o cuestionamiento aunque 
podían contener premisas parcialmente aplicables, razones por las cuales 
correspondía al evaluado hacer el juicio analítico respectivo. 
 
Bajo estos lineamientos generales se estructuraron las pruebas de conocimientos y se 
efectuaron los procesos de validación de los ítems a través de juicios por parte de 
pares temáticos”.  

 
Con esta respuesta, la Entidad atendió en su integridad la pregunta de la concursante 
indicando las categorías cognitivas aplicadas y certificando que las mismas ya habían sido 
validadas por expertos en los respectivos talleres de verificación. 
 
Por otra parte, en la citada Resolución se señaló la teoría psicométrica utilizada (TRI), la cual 
también hizo parte del proceso de calificación, pues la Universidad de Pamplona realizó una 
segunda revisión de la misma. Concretamente, la Resolución 001405 de 2015 señaló12: 
 

“La calificación se efectuó teniendo en cuenta el string de respuestas de los 
concursantes y los procedimientos psicométricos y analíticos de la teoría de respuesta 
al ítem (TRI)… 
 
Para analizar la calidad de los instrumentos de medición se utilizaron indicadores dela 
teoría de respuesta al ítem (TRI), los cuales permitieron observar la calidad de los 
instrumentos. 
 

 
11 Acorde con el artículo 2010 del Decreto Ley 262 de 2000. En este aspecto se resalta que siguiendo las exigencias del pliego de condiciones 
de la licitación pública 08 de 2014, ningún funcionario de la Procuraduría General de la Nación participó en la elaboración de los ítems y 
opciones de respuestas de las pruebas aplicadas por la Universidad de Pamplona el pasado 13 de septiembre. 
12 Ver folios 3 y 6 



 
 

 

 

 

 

Respecto de las inconformidades planteadas por los reclamantes, se efectuaron las 
revisiones y contenido de los ítems que fueron nuevamente aprobados por los 
metodólogos (…) ratificando nuevamente los elementos previamente verificados, la 
confiabilidad, así como los textos de las mismas… 
 
Comprobados todos los factores metodológicos y estadísticos referidos tanto para 
validar el contenido de las pruebas de conocimientos (…) se deben mantener los 
resultados correspondientes”. 

 
 
-De la aplicación de las pruebas. 
 
En relación con lo anterior, se tiene que el 13 de septiembre de 2015 se aplicaron las 
pruebas escritas.  
 
Me permito poner de presente el trámite surtido por la Procuraduría frente a la presunta 
filtración de pruebas: 
 

- El pasado 3 de noviembre de 2015, es decir, casi dos meses después de aplicadas 
las pruebas, aproximadamente un mes después de publicados los resultados de las 
mismas y cuando ya se habían resuelto las reclamaciones contra los mismos, se 
recibió un anónimo en la Procuraduría General de la Nación, en el cual se ponía de 
presente una posible filtración de la prueba de la convocatoria 006 (Se aclara que la 
queja no es sobre todas las convocatorias solo de la 006). A esta queja se acompañó 
el presunto material de pruebas. 
 

- De lo anterior, se solicitó informe al contratista. 
 

- En razón a que esta queja podría consistir en una irregularidad, se corrió traslado a 
la Comisión de Carrera de la Entidad, para que adelantara la investigación respectiva. 
Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 214 del Decreto Ley 262 
de 2000, que señala: 
 
“ARTÍCULO 214. Investigación por irregularidades. Cualquier persona, dentro de 
los tres (3) días hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho que considere irregular 
o dentro de los tres (3) días siguientes a la publicación de los listados 
correspondientes en la realización de un proceso de selección, podrá solicitar por 
escrito a la Comisión de Carrera, que adelante, en un plazo máximo de diez (10) días, 
las investigaciones necesarias para determinar su existencia y las circunstancias en 
las que ocurrió y adopte las medidas pertinentes. 
 
La petición deberá presentarse en la Oficina de Selección y Carrera o en las 
procuradurías territoriales y será remitida a la Comisión de Carrera a más tardar el 
día hábil siguiente a su presentación. 
 
La Comisión de Carrera informará a quien corresponda, de acuerdo con la etapa en 
que se encuentre el proceso, sobre la iniciación de la investigación que adelante para 
establecer la existencia de irregularidades en la aplicación de las normas de carrera 
o en la ejecución de los procesos de selección, para que se suspendan los 
respectivos trámites administrativos, hasta la ejecutoria de la decisión definitiva. No 
producirá efectos ninguna actuación administrativa adelantada con posterioridad a 
dicha comunicación”.                        

  
- En ejercicio de sus facultades, la Comisión de Carrera avocó el conocimiento del 

asunto e informó al Jefe de la Oficina de Selección y Carrera del trámite de la 



 
 

 

 

 

 

correspondiente investigación, con base en el cual certifico que desde la fecha en 
que se tuvo conocimiento de dicha providencia no se ha realizado ningún trámite 
administrativo relativo al concurso de méritos, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 214 del Decreto Ley 262 de 2000.  
 

- Con base en el inicio de la investigación en mención, la Oficina de Selección y 
Carrera de la Entidad se abstuvo de realizar los trámites administrativos inherentes 
a la etapa en que se encontraba el proceso de selección, relativa a la aplicación de 
la prueba de análisis de antecedentes, de conformidad con lo previsto en el artículo 
214 del Decreto Ley 262 de 2000.  

 
- Ahora bien, el organismo competente –Comisión de Carrera de la Procuraduría-, 

mediante Resolución No. 1440 del 18 de diciembre de 2015, se pronunció respecto 
de la investigación iniciada dentro del término señalado en el artículo ibídem 
declarando que las irregularidades informadas resultaron infundadas, razón por la 
cual en la actualidad se levantó la suspensión y el concurso continuo con su trámite 
previamente establecido en el cronograma  

 
 
Por otra parte, se aclara que dado que el 13 de septiembre de 2015 se aplicaron las 
pruebas de conocimientos y de competencias comportamentales a nivel nacional, en 
32 ciudades capitales y a 22.733 participantes, después de dicha fecha todos esos 
participantes conocen el contenido de las mismas y han podido divulgar la información 
y/o tomar fotografías del documento, dado que si bien no estaba permitido el uso de celulares 
en los salones de aplicación de pruebas, no se realizaba un requisa a cada concursante sino 
que era su responsabilidad abstenerse de sustraer, por cualquier medio, el material de 
pruebas del salón de aplicación de las mismas. 
 
Es decir, que las quejas se recibieron después de que 22.733 participantes tuvieron 
acceso al material aludido y sin pruebas adicionales sobre la difusión del material de 
pruebas con anterioridad a la aplicación de las mismas carece de fundamento, lo cual pudo 

ocurrir el día de aplicación de pruebas no antes. 
 

 
-Principio de trasparencia del concurso 
 
El artículo 209 del Decreto Ley 262 de 2000, sobre la transparencia del concurso señala: 

 
“ARTÍCULO 209. Transparencia de los concursos. Los responsables de la 
aplicación de las pruebas deberán tener en cuenta los siguientes aspectos:… 
 
2) Control estricto de las pruebas, con el fin de evitar la pérdida y divulgación del 
material de examen…”. 

 
 
Se resalta que la seguridad de la prueba estuvo a cargo de la empresa Thomas Greg & 
Sons, subcontratada por la Universidad de Pamplona, para el proceso de construcción, 
diagramación, impresión, distribución, recolección, calificación y custodia de las pruebas. Es 
decir que las preguntas y claves de respuestas se construyeron directamente en una sala 
de seguridad de dicha empresa13, con cámaras que grabaron de manera permanente el 

 
13 Los constructores redactaron en la Sala de Seguridad de la Empresa cada pregunta y dicha información se 
quedaba en los computadores de la misma, que no tenían red de internet, grabados todo el tiempo por cámaras 
de seguridad. El material no salía de la Sala, salvo para diagramación e impresión en otra Sala de la misma 



 
 

 

 

 

 

proceso y en las cuales no se registra, según el informe de dicha empresa, filtración de 
información. Allí mismo se diagramaron las pruebas y se imprimieron para posterior 
distribución a nivel nacional, en camiones de seguridad, custodiados y seguidos con GPS 
para verificar que no se realizaran traslados distintos a los autorizados.  
 
Este tema ya ha sido objeto de análisis por parte de la Corte Suprema de Justicia, que 
mediante sentencia señaló que cuando se presenta una queja sobre irregularidades en un 
proceso de selección es procedente adelantar las investigaciones respectivas pero en modo 
alguno hay lugar a suspender el proceso de selección. Lo anterior resulta lógico, pues 
bastaría con que un empleado nombrado en provisionalidad, cuyo empleado ha sido ofertado 
en concurso público de méritos y que no superó la respectiva prueba de conocimientos 
respectiva, formule una queja de irregularidades para detener el concurso que tienen por 
objeto proveer el cargo que ocupa, vulnerando así los principios constitucionales y legales 
al debido proceso, el derecho de defensa, la presunción de inocencia, igualdad.  
 
Además, se vulneraría, al arbitrio de los directamente beneficiados con la suspensión de un 
proceso de selección sobre los empleos que ejercen en provisionalidad, el derecho de 
acceder a cargos públicos en razón al mérito de los 2.265 participantes que superaron la 
prueba de conocimientos y tienen derecho a integrar la lista de elegibles, de conformidad 
con los resultados obtenidos en las demás etapas del proceso. 
 
El Tribunal Superior de Arauca14, al resolver un asunto igual, sostuvo: 
 

 

 
 

 
empresa, actividades todas que fueron grabadas. La misma empresa se encargó de la impresión, distribución a 
nivel nacional, recolección y custodia del material. 
14 Auto del14 de enero 2015 dentro de la acción de tutela promovida por Carlos Eduardo Ortega. Expediente: 
810001220800020140010100.  Se anexa la decisión. 



 
 

 

 

 

 

 
… 
 

 

 

 
 
 
La segunda instancia de dicho proceso fue resuelta por la CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA15 en los siguientes términos: 
 

 

 
15 Expediente: 810001220800020140010100. Fallo del 23 de abril de 2015. Corte Suprema de Justicia. Tutela 
promovida por Carlos Eduardo Ortega. 



 
 

 

 

 

 

 

 

 

-De la declaratoria de nulidad de un acto administrativo. 

Disponen los artículos 137 y 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo:   
  

“Artículo 137. Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de 
representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter 
general.  
Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que 
deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento 
del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación 
de las atribuciones propias de quien los profirió.  
También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de 
los actos de certificación y registro.  
Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido 
particular en los siguientes casos:  
1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se 
produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a 
favor del demandante o de un tercero.  



 
 

 

 

 

 

2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público.  
3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el 
orden público, político, económico, social o ecológico.  
4. Cuando la ley lo consagre expresamente. 
  
Parágrafo. Si de la demanda se desprendiere que se persigue el restablecimiento 
automático de un derecho, se tramitará conforme a las reglas del artículo siguiente.  
 
Artículo 138. Nulidad y restablecimiento del derecho. Toda persona que se crea 
lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir 
que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y 
se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La 
nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del 
artículo anterior.  
Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse 
el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular 
demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, 
siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro 
(4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o 
cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la 
notificación de aquel”.  
  

Es decir que las razones por las cuales es procedente anular los efectos de un acto 
administrativo, se limitan a la configuración de alguna de las siguientes circunstancias:   
  

1. Que el acto sea emitido por un funcionario incompetente  
2. Cuando el acto vulnere las normas en que debía fundarse  
3. Cuando se haya vulnerado el derecho de defensa  
4. Cuando exista falsa motivación  
5. Cuando se dé la denominada desviación de poder   
6. Cuando la expedición del acto haya sido de forma irregular  

 
 
Sobre el asunto, se trae a colación lo sostenido por el Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, en sentencia del 08 de agosto 
de 2012, radicación No. 54001-23-31-000-1999-0111-01 (23358), Consejero Ponente: Jaime 
Orlando Santofimio:  

 
“[…] Si el acto administrativo que se encuentra viciado en su publicidad no le 
produce efectos al destinatario, es conclusión obligada que si lo en él previsto 
de todas maneras se ejecuta o se lleva a efecto, tal situación no puede tenerse 
como la consecuencia de un acto administrativo sino como el resultado de una 
operación administrativa que será ilegal por consistir en la ejecución de un acto 
que aún no puede producir sus efectos por haberse omitido la notificación o por 
haber sido ésta indebidamente realizada. Siendo la existencia y la validez del 
acto cuestiones diferentes a su ejecución, es también lógico concluir que la 
ilegalidad de ésta no determina la invalidez de aquel y por ende lo que procede 
en ese caso es cuestionar el acto de ejecución pues es éste quien ostenta el 
vicio de ilegalidad y con fundamento en ello solicitar la reparación del daño que 
con él se hubiere causado. Y la acción procedente no es otra que la acción de 
reparación directa consagrada en el artículo 86 del Código Contencioso 
Administrativo, si es que con esa operación administrativa se causó un daño. 
[…]” (Subrayado fuera del texto) 

 
 



 
 

 

 

 

 

Así bien, para el primero de los requisitos, esto es, la incompetencia del funcionario que 
emitió el acto administrativo que para el caso sería el Decreto 3744 del 8 de agosto de 2016, 
mediante el cual se desvinculó a la hoy demandante, se tiene que tal presupuesto de nulidad 
por incompetencia no se cumple.   
  
Recordemos que por disposición del artículo 7° numeral 7 y artículo 45 del Decreto - Ley 262 
de 2000, el Procurador General de la Nación tiene dentro de sus funciones expedir los actos 
administrativos que sean necesarios para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar 
las funciones atribuidas por la ley, así como también, ejercer la suprema dirección y 
administración del sistema de carrera de la entidad.   

 

En ese orden de ideas, tiene por disposición legal la facultad de suscribir Decretos no solo 
que adopten las políticas para la elaboración y aplicación de los procesos de selección, sino 
que también esa potestad se extiende a los actos que se requieran para el cabal 
cumplimiento de cada una de las etapas del concurso hasta su terminación.   
  
Bajo ese calco, el acto cuestionado, se expidió por el funcionario competente.  
 
En cuanto a las normas en que se fundaron las decisiones administrativas, es claro que 
para llegar a la desvinculación que se hiciera a la señora Vega, este organismo analizó y 
aplicó todas y cada una de las normas que debían tenerse en cuenta en la materia, las 
cuales al día de hoy gozan de presunción de legalidad.   

Respecto al derecho de defensa, en el presente caso reviste de importancia indicar que 
desde la notificación de la Sentencia C – 101 de 2013 de la Corte Constitucional, la 
comunidad en general y en especial quienes fungían en los cargos de Procuradores 
Judiciales tenían conocimiento que estos empleos serían llamados a concurso y las 
consecuencias que podrían producirse cuando se surtieran todas las etapas y se fijaran las 
listas de elegibles.   
  
Las actuaciones de la administración fueron públicas y una vez se fijaron las reglas de la 
convocatoria, tanto los servidores activos en calidad de Agentes del Ministerio Público con 
intervención Judicial como aquellos que para esa época gozaban de la expectativa de ser 
nombrados, saben que el concurso se llevó a cabo atendiendo todas las previsiones legales 
y reglamentarias sobre la materia, garantizándose el debido proceso a quienes las 
decisiones que se profirieron en la materia directa o indirectamente les afectaba.   
  
En cuanto a la falsa motivación, es importante conceptuar el alcance de este presupuesto 
para señalar las razones por las cuales, a juicio de esta defensa, tal situación no se configuró 
en la decisión que se pretende anular.    
  
La falsa motivación como vicio que invalida el acto administrativo, se presenta cuando no 
hay concordancia entre los motivos que se plasman en la decisión que se adopta y lo 
resuelto; así mismo, esta figura se presenta cuando se genera una desproporción entre la 
decisión adoptada y los argumentos que dieron origen a lo resuelto.   
  
En acción de tutela que fuera interpuesta por la Procuraduría General de la Nación contra el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda Subsección E, se adujo frente 
a la falsa de motivación lo siguiente:   
  

“Ahora, la exigencia de que el acto administrativo sea motivado es un problema de 
forma del acto. Cuando la Constitución o la ley mandan que ciertos actos se dicten de 
forma motivada y que esa motivación conste, por lo menos, en forma sumaria en el 
texto del acto administrativo, se está condicionando el modo de expedirse, esto es, la 
forma del acto administrativo, tal como ocurre con el artículo 35 del Decreto 01 de 



 
 

 

 

 

 

1984 (en igual sentido puede verse el artículo 42 de la Ley 1437 de 2011), que exige 
que los actos administrativos de contenido particular y concreto se expidan con una 
motivación, al menos, en forma sucinta, esto es, breve, pero sustancial.    
  
La falta de motivación, entonces, es el presupuesto o una de las causas que dan lugar 
a la nulidad por expedición irregular del acto administrativo, que no a la nulidad por 
falsa motivación, como suele entenderse equivocadamente.   
   
La falsa motivación es una causal independiente y autónoma, en la medida en que alude 
a los hechos del caso y a la prueba. En efecto, la falsa motivación se relaciona 
directamente con el principio de legalidad de los actos y con el control de los hechos 
determinantes de la decisión administrativa.   
   
Por lo tanto, para que la pretensión de nulidad de un acto administrativo por falsa 
motivación prospere, se debe demostrar (I) que los hechos que la administración 
tuvo en cuenta como motivos determinantes de la decisión no se probaron en la 
actuación administrativa o (II) que la administración omitió tener en cuenta hechos 
que sí estaban demostrados y que si se hubiesen considerado habrían modificado 
sustancialmente la decisión.    
  
En conclusión, mientras la falta de motivación implica la ausencia de motivo, la falsa 
motivación parte del supuesto de que el acto administrativo sí se motivó, pero de manera 
falsa, engañosa o, simplemente, con fundamento en hechos no probados”. (Subrayado 
es propio)   
  

En ese contexto, se itera nuevamente que las razones por las cuales se desvinculó a la 
demandante guardan sentido con lo dispuesto en las decisiones adoptadas por la 
administración, pues fuimos llamados a convocar un concurso de méritos para los cargos de 
Procuradores Judiciales I y II, orden que era de obligatorio cumplimiento y que no quedó 
sujeta a ninguna condición o restricción que le permitiera a la Procuraduría abstenerse de 
proveer los cargos con los concursantes que, en su orden, las hayan integrado.   
  
Las decisiones son consonantes en indicar los antecedentes del caso y fundamentan las 
razones que dan lugar al nombramiento y a la desvinculación, sin que se falte a la verdad y 
sin que haya contradicciones que den lugar a una falsa motivación.   
  
En lo atinente a la desviación de poder, tampoco hay lugar a ella porque los motivos que 
dieron origen a la expedición del acto, no son ni ajenas a la órbita de sus competencias ni 
distintas a lo ordenado por la Sentencia C – 101 de 2013. Luego, la intención de la 
Procuraduría no fue nada diferente que dar cabal cumplimiento a las normas que regulan 
los concursos de mérito al interior de este organismo y atendiendo los criterios que fijó la 
Corte Constitucional, pues fue tal corporación quien emitió la decisión y dispuso los alcances 
de la convocatoria, por lo que mi prohijada simplemente materializó la orden a nuestro 
régimen interno de carrera.   
  
Finalmente, tampoco se presenta una expedición irregular del acto, porque no hubo 
incumplimiento ni al procedimiento ni a los requisitos que debían tenerse en cuenta para la 
terminación de la relación laboral de la actora, que es el hecho que finalmente ha generado 
el juicio de reproche de la señora Vega.   
  
Expuestos los argumentos que anteceden, se considera por esta defensa que los actos 
administrativos demandados se ajustan a la legalidad y su expedición se torna totalmente 
válida a la luz del antecedente que dio origen a las mismas y a las normas sobre las cuales 
se estructuró la decisión de la administración.   
  



 
 

 

 

 

 

Al no estar entonces viciado de nulidad el acto demandando, se torna improcedente la 
reclamación de tipo indemnizatorio que eleva la actora, situación que, en todo de disentir 
con las apreciaciones de la suscrita, no se puede ver aislada a lo dispuesto por la Sentencia 
SU – 556 de 2014 que sobre la materia fijó un precedente en los siguientes términos:   
  

“(…) La Corte determinó las siguientes órdenes que deben adoptarse en los asuntos 
de retiro sin motivación  de las personas vinculadas bajo el manto de la 
provisionalidad en un cargo de carrera: “(i) el reintegro del servidor público a su 
empleo, siempre y cuando el cargo que venía ocupando antes de la desvinculación 
no haya sido provisto mediante concurso, no haya sido suprimido o el servidor no 
haya llegado a la edad de retiro forzoso; y, (ii) a título indemnizatorio, pagar el 
equivalente a los salarios y prestaciones dejados de percibir hasta el momento de la 
sentencia, descontando de ese monto las sumas que por cualquier concepto laboral, 
público o privado, dependiente o independiente, haya recibido la persona, sin que la 
suma a pagar por indemnización sea inferior a seis (6) meses ni pueda exceder de 
veinticuatro (24) meses de salario (…)”.  

 
 

 
-De las presuntas irregularidades.  
 

El artículo 209 del Decreto Ley 262 de 2000, sobre la transparencia del concurso señala: 

“ARTÍCULO 209. Transparencia de los concursos. Los responsables de la 
aplicación de las pruebas deberán tener en cuenta los siguientes aspectos:… 
 
2) Control estricto de las pruebas, con el fin de evitar la pérdida y divulgación del 
material de examen…”. 

 
En virtud de este principio, hay que resaltar, que, en reiteradas oportunidades, la Honorable 
Corte Constitucional ha indicado que el objetivo que busca el sistema de carrera consiste 
en garantizar que el ingreso y permanencia en los empleos de carrera sea de acuerdo al 
mérito, con procesos de selección en donde se garantice la transparencia y objetividad sin 
ningún tipo de discriminación. 
 
Sobre el particular, es pertinentes señalar que el concurso público de méritos, es un 
mecanismo principal y preferente para la vinculación al Estado de los servidores públicos, 
conforme se deriva de las tres reglas expresas que a ese respecto establece el artículo 
125 de la Constitución Política, a saber: (i) los empleos en los órganos y entidades del 
Estado son de carrera, salvo las excepciones constitucionales y legales expresas; (ii) los 
funcionarios cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución 
o la Ley, serán nombrados por concurso público; y (iii) el ingreso a los cargos de carrera 
se determina por los méritos y calidades de los aspirantes.  
 
De acuerdo con lo anterior, es claro que la Constitución no solo favorece sino que ordena 
que la selección de los empleos públicos de carrera administrativa (como lo es en este 
caso por el cambio de los cargos de provisionalidad por de carrera administrativa en virtud 
de la Sentencia C 101-2013), se realice a través de un mecanismo de selección -concurso 
público de méritos- basado en la libre concurrencia, la publicidad, la transparencia, la 
objetividad, la eficiencia, la eficacia, la confiabilidad y el mérito.  
 
Entonces el objetivo de los concursos públicos de méritos es la búsqueda de las personas 
más idóneas para el ejercicio del cargo ofrecido, en este caso para los cargos de 
Procuradores Judiciales I y II, lo cual se relaciona directamente con los derechos 
fundamentales a la igualdad y a la participación. 



 
 

 

 

 

 

 
Así las cosas, en cumplimiento de lo expuesto y a la orden impartida en la Sentencia C 
101-2015, la Procuraduría General de la Nación, mediante la Resolución No. 040 del 20 de 
enero de 2015, dispuso la apertura del proceso de selección de personal para la provisión 
en carrera administrativa de todos los empleos de Procurador Judiciales I y II. 

 
Ahora bien, el artículo 214 de la Ley 262 de 2000, dispone: 
 

“Investigación por irregularidades. Cualquier persona, dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes a la ocurrencia del hecho que considere irregular o dentro de los tres 
(3) días siguientes a la publicación de los listados correspondientes en la realización de 
un proceso de selección, podrá solicitar por escrito a la Comisión de Carrera, que 
adelante, en un plazo máximo de diez (10) días, las investigaciones necesarias para 
determinar su existencia y las circunstancias en las que ocurrió y adopte las medidas 
pertinentes”. 

Aterrazándonos al caso en concreto en relación con las quejas presentadas por las 
presuntas irregularidades, procede indicar que en el marco de la convocatoria y el desarrollo 
del concurso, las actuaciones de la administración fueron públicas y una vez se fijaron las 
reglas de la convocatoria, tanto los servidores activos en calidad de Agentes del Ministerio 
Público con intervención Judicial como aquellos que para esa época gozaban de la 
expectativa de ser nombrados (pues al día de hoy las etapas del concurso han culminado), 
saben que el concurso se llevó a cabo atendiendo todas las previsiones legales y 
reglamentarias sobre la materia, garantizándose el debido proceso a quienes las decisiones 
que se profirieron en la materia directa o indirectamente les afectaba.  
 
En la investigación juiciosa y consciente realizada por la Comisión de Carrera, se evidencia 
que una vez valoradas las quejas y las pruebas aportadas, se determinó que no se 
encontraron fundadas las quejas respecto de las supuestas irregularidades. 
 
 
-De la presunta estabilidad laboral reforzada. 
 
Sobre este punto, aduce la demandante encontrarse amparado bajo la figura de estabilidad  
laboral  reforzada por  debilidad  manifiesta. Para sustentar esta afirmación refiere que 
pertenece al plan crónico por diabetes mellius tipo II hipotiroidismo e hipertensión arterial, 
así como también que padece hipertensión arterial, dislidemia y difusión del sistema 
vascular.  
 
Informa que interpuso acción de tutela y que el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 
decidió no tutelar sus derechos fundamentales, aduciendo que estas enfermedades no han 
disminuido o limitado su capacidad laboral, y que su desvinculación se dio en aplicación de 
a las listas del concurso de méritos y a su estado de salud.  
 
Así mismo, considera esta suscrita que el apoderado pasa por alto que, su prohijada no se  
encuentra amparado  bajo  tal  figura  constitucional,  habida  cuenta  que  no  cumple  con  
los requisitos para tal. 
 
En tal sentido, lo primero a indicares que, de lo aducido por parte del demandante, se extrae 
que  pretende  dar  a  entender  que  la  enfermedad  que  padece  el  su poderdante genera 
una  invalidez  que  afecta  el  trabajo  que  desempeña  en  la Procuraduría,  sin  embargo, 
pasa  por  alto  que  discapacidad  e  invalidez  son situaciones completamente diferentes.  
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional en sentencia T-057 de 2016 estableció que la 
diferencia entre discapacidad e invalidez se genera en que “la discapacidad es el género, 



 
 

 

 

 

 

mientras que la invalidez es la especie, y en consecuencia no siempre que existe  
discapacidad  necesariamente  nos  encontramos  frente  a  una  persona invalida. La 
invalidez sería el producto de una discapacidad severa”. Así mismo, se indicó que la 
discapacidad “implica una restricción debida a la deficiencia de  la  facultad  de  realizar  una  
actividad  en  la  forma  y  dentro  del  margen  que  se considera  normal  para  el  ser  
humano  en  su  contexto  social. En este sentido, discapacidad  no  puede  asimilarse,  
necesariamente  a  pérdida  de  capacidad laboral.  Así, personas con un algún grado 
discapacidad pueden desarrollarse plenamente en el campo laboral” (negrillas y 
subrayas fuera del original) 
 
 
Ahora bien, la Corte Constitucional ha manifestado que la estabilidad laboral se trata de: 
  

“una garantía que tiene todo trabajador a permanecer en el empleo y a obtener los 
correspondientes beneficios salariales y prestacionales, incluso contra la voluntad del 
patrono, si no existe una causa relevante que justifique el despido. La doctrina ha 
entendido entonces que el principio de estabilidad laboral configura, en cabeza de 
los trabajadores, un verdadero derecho jurídico de resistencia al despido, el cual es 
expresión del hecho de que los fenómenos laborales no se rigen exclusivamente por 
el principio de la autonomía de la voluntad, ya que están en juego otros valores 
constitucionales, en especial la propia dignidad del trabajador y la búsqueda de una 
mayor igualdad entre patrono y empleado. Por ello, en función del principio de la 
estabilidad laboral, y de la especial protección al trabajo (CP arts 25 y 53), no basta 
el deseo empresarial para que pueda cesar una relación de trabajo sino que es 
necesario que se configure una justa causa, en los términos señalados por la ley, y 
en armonía con los valores constitucionales”. 

  
Las personas que gozan de estabilidad laboral reforzada son aquellas personas que se 
encuentran amparadas por el fuero sindical, en condición de invalidez o discapacidad y las 
mujeres en estado de embarazo.  
 
Ahora bien, en el caso de los servidores públicos que ocupan en provisionalidad un cargo 
de carrera, la Corte ha manifestado que gozan de una estabilidad laboral relativa, lo que 
implica que únicamente pueden ser removidos por causales legales que deben expresarse 
de manera clara en el acto de desvinculación. De esta manera, la Corte ha reiterado que la 
terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza respectiva debe ser 
provista con una persona que ganó el concurso “no desconoce los derechos de esta clase 
de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa que se le ha reconocido a quienes 
están vinculados bajo esta modalidad, cede frente al mejor derecho que tienen las personas 
que ganaron un concurso público de méritos”16 . 
  
En este sentido, en la sentencia SU-446 de 2011, la Corte precisó que: 
  

“la situación de quienes ocupan en provisionalidad cargos de carrera administrativa, 
encuentra protección constitucional, en la medida en que, en igualdad de condiciones 
pueden participar en los concursos y gozan de estabilidad laboral, condicionada al 
lapso de duración del proceso de selección y hasta tanto sean reemplazados por 
quien se haya hecho acreedor a ocupar el cargo en virtud de sus méritos evaluados 
previamente”. 

  
  
Así las cosas, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la estabilidad laboral de la 
que gozan todos los funcionarios públicos que se encuentran en provisionalidad es una 

 
16 Sentencia SU-446 de 2011 



 
 

 

 

 

 

estabilidad laboral relativa o reforzada, en la medida en que no tienen derecho a permanecer 
de manera indefinida en el cargo, pues este debe proveerse a través del concurso de 
méritos. Por su parte, aquellos funcionarios públicos que se encuentran en provisionalidad y 
que son sujetos de especial protección constitucional gozan de una estabilidad laboral 
reforzada, pero pueden llegar a ser desvinculado con el propósito de proveer el cargo que 
ocupan con una persona que ha ganado el concurso de méritos, pues se entiende que el 
derecho de las personas que se encuentran en provisionalidad cede frente al mejor derecho 
que tienen aquellos que participan en un concurso público. 
  
 
-Pronunciamiento del Consejo de Estado respecto de la legalidad de la Resolución 
040 de 2015. 

 
Sea lo primero indicar que en reciente decisión el Consejo de Estado, en sentencia del 30 
de julio de 2021[1], estudió la legalidad de la Resolución 040 de 2015 “Por medio de la cual 
se da apertura y se reglamenta la convocatoria del proceso de selección para proveer los 
cargos de carrera de procuradores judiciales de la Entidad” evidenciando lo siguiente: 
 

“91. La Corte Constitucional ordenó convocar un concurso público para la 
provisión en propiedad de todos los cargos de Procurador Judicial y precisó que 
el sistema de carrera aplicable al concurso sería el sistema especial de carrera 
de la Procuraduría, argumento que reiteró en el Auto 255 del 2013, en el cual 
explicó que la Sentencia C-101 de 2013 no homologó los sistemas de carrera de 
la rama judicial y el del ministerio público -tal como lo entiende la parte actora-, 
sino el “derecho de acceso a la carrera” mediante concurso público.  
 
92. En ese orden de ideas, el proceso de selección convocado a través de la 
Resolución 040 de 20 de enero de 2015, fue realizado dentro de los parámetros 
de la legalidad preexistente y en cumplimiento de una orden judicial que ya hizo 
tránsito a cosa juzgada constitucional y que, por lo mismo, obliga a todas las 
autoridades y a los particulares, tal como lo disponen los arts. 21 del Decreto 
2067 de 1991 y 48 de la Ley 270 de 1997. 
(…) 
 
200. Resueltos los 12 problemas jurídicos planteados en la fijación del litigio, la 
Sala de Decisión de la Sección Segunda de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado concluye que no se vulneraron los artículos 4, 13, 29, 40-7, 
58, 67, 69, 79, 125, 150-19 (literales e y f), 189-11, 189, 209, 277-4, 278-6, 279 
y 280 de la Constitución Política; 127, 128, 160 y 168 de la Ley 270 de 1996; 7, 
44, 191, 194, 195, 196 y 203 del Decreto Ley 262 de 2000; 1, 3, 6 y 20 del 
Decreto Ley 263 de 2000; 4 y 7 del Decreto Ley 264 de 2000; 229 del Decreto 
Ley 19 de 2012; 24 y 25 del Decreto Reglamentario 1295 de 2010, 14 del Decreto 
2772 de 2005 y la Resolución 253 de 2012 de la Procuraduría General de la 
Nación. Por lo anterior, no prosperan los cargos referidos a la extralimitación de 
funciones por parte de la Corte Constitucional, la falta de competencia del 
Procurador General de la Nación para expedir el acto acusado, el de violación 
de los principios de reserva de ley ordinaria y estatutaria, y la ilegalidad de los 
requisitos consagrados en el acto enjuiciado”. 

 
Como puede verse, cualquier argumento plasmado en la demanda o en el desarrollo del 
presente proceso, queda desvirtuado ante la declaratoria de legalidad del concurso de 
méritos adelantado por la Procuraduría General de la Nación para proveer los cargos de 

 
[1] Sentencia Consejo de Estado, Sección Segunda, Sentencia del 30 de julio de 2021, Rad. No. 11001032500020150036600 (0740-2015) y 
acumulados, C.P. Gabriel Valbuena Hernández 



 
 

 

 

 

 

Procuradores Judiciales I y II, incluyendo la desvinculación de quienes nunca ostentaron 
derechos de carrera administrativa ni ninguna otra prerrogativa legal como es el presente 
caso. 

 
 

-Carga de la prueba  
 
Tanto el Honorable Consejo de Estado, como los diferentes Tribunales que integran la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, han venido sosteniendo de manera reiterada 
y desde tiempos remotos, que es la parte demandante quien tiene la carga de desvirtuar la 
presunción de legalidad de los actos que son materia de impugnación. 
 
Dicho en otras palabras, en casos como el aquí planteado, se aplica el aforismo latino 
“onus probando incumbe actori”, teniendo en cuenta en toda su extensión el artículo 
167 del C.G.P. en el que se dispone que “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho 
de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”. 
 
La carga de la prueba le corresponde al actor tanto en lo concerniente a la pretendida 
nulidad del acto administrativo citado, como en lo que atañe a los perjuicios reclamados. 
                           
Por las razones anteriores, reiterando que la demandante de ningún modo cumplió con la 
carga de desvirtuar la presunción de legalidad del Decreto 3744 del 8 de agosto de 2016 y 
que la Procuraduría General de la Nación actuó con absoluto apego a la Constitución, la 
Ley, el Reglamento y lo ordenado por la sentencia C-101 de 2013, solicito a esta Honorable 
Corporación de Justicia desestimar las súplicas de la demanda y en consecuencia 
DENEGAR en su totalidad las pretensiones invocadas por la señora Vega Roberto.  
 
 

 
 

IV. Excepciones 
 

 
- Inexistencia del derecho pretendido 

 
Teniendo en cuenta que del análisis realizado se desprende no hubo actuación irregular 
alguna y ante la clara sustentación de que no le asiste razón al mismo respecto a los cargos 
señalados, me permito señalar la imposibilidad de adelantar el presente medio de control 
por INEXISTENCIA DEL DERECHO PRETENDIDO por la parte accionante. 
 
 

- Innominada o genérica 
 
Solicito declarar la existencia de toda aquella excepción cuyos supuestos de hecho resulten 
acreditados en el proceso. 
 
 
 

V. Petición 
 

Solicito respetuosamente al Despacho proferir sentencia que niegue las pretensiones de la 
demanda y en consecuencia declarar la legalidad del Decreto 3744 del 8 de agosto de 2016.  
 
 

 



 
 

 

 

 

 

VI. Medios de prueba 
 
Respetuosamente solicito se reconozcan y tengan como prueba, de conformidad con lo 
establecido en el art. 175 de la Ley 1437 de 2011 y el Auto Admisorio de la Demanda, las 
siguientes: 
 

• Antecedentes investigación concurso. 

• Protocolo de seguridad de áreas de impresión y empaque 

• Auto proferido por la Comisión de Carrera, el cual ordeno la práctica de pruebas. 

• Contrato 1898 de 2015. 

• Contrato 780 de 2015. 

• Protocolo de acceso lógico y redes en el area de construcción de pruebas 

• Hoja de vida de la señora Martha Alexandra Vega Roberto. 

• Antecedentes del Decreto 3744 del 8 de agosto de 2016. 
 

 
 

VII.Anexos 
 
 Poder y soportes 
 Lo mencionado en el acápite de pruebas. 

 
 

VIII.Notificaciones 
 
Se recibirán notificaciones personales en la OFICINA JURÍDICA de la PROCURADURÍA 
GENERAL DE LA NACION, ubicada en la Carrera 5 No. 15-80, piso 10 teléfono (1) 
5878750, extensión: 11032 en la ciudad de Bogotá D.C. o en el correo electrónico 
procesosjudiciales@procuraduria.gov.co y por anotación en el estado de la Secretaría de 
su Despacho. 
 
Respetuosamente, 
 
 
 

 
ANDREA LYZETH LONDOÑO RESTREPO 
C.C. No. 1.060.268.509 de Pácora - Caldas 
T.P. No. 269.290  del C.S.J. 
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Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN D 
MP. CERVELEÓN PADILLA LINARES  
 
 
Radicado:25000-23-42-000-2017-01312-00 

Demandante: Martha Alexandra Vega Roberto 

Demandando: Procuraduría General de la Nación  

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 
JORGE HUMBERTO SERNA BOTERO, identificado con la cédula de ciudadanía número 
71.685.322, en mi condición de Jefe de la Oficina Jurídica de la Procuraduría General de la 
Nación, según Decreto No. 127 del 26 de enero de 2021 y Acta de Posesión N° 0086 del 28 
de enero de 2021, y las funciones delegadas mediante Resolución No. 274 del 12 de 
septiembre de 2001, confiero poder especial, a la abogada ANDREA LYZETH LONDOÑO 
RESTREPO, identificada como aparece al pie de la firma, para que asuma la 
representación de la Entidad en el proceso de la referencia. 
 
La apoderada, queda ampliamente facultada para adelantar las diligencias que considere 
necesarias en defensa de los intereses encomendados, especialmente para conciliar 
conforme las instrucciones del comité de conciliación de la Entidad. 
 
Así mismo, y atendiendo lo dispuesto por el Gobierno Nacional en el artículo 5° del Decreto 
806 del 04 de junio de 20201, se informa que el correo electrónico  de la apoderada que se 
reporta actualmente en el Registro Nacional de Abogados es 
allondono@procuraduria.gov.co y el correspondiente para notificaciones a la Procuraduría 
General de la Nación es procesosjudiciales@procuraduria.gov.co 
 
Sírvase reconocerle personería para actuar.  
 
Cordialmente, 
         

 
JORGE HUMBERTO SERNA BOTERO  
Jefe Oficina Jurídica  
 

Acepto, 

 
ANDREA LYZETH LONDOÑO RESTREPO 
C.C. 1.060.268.509   
T. P. 269.290 del C.S.J. 
 

 
1 Artículo 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 
antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal o reconocimiento.  
 
En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados.  

Los poderes otorgados por personas inscritas en el registro mercantil, deberán ser remitidos desde la dirección de correo electrónico inscrita para recibir notificaciones 
judiciales. 
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